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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se modifican los Artículos 242, 243 y 519 del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la que se propone que se observen los principios de exhaustividad y congruencia en las resoluciones judiciales.

Planteada por el Diputado Shamir Fernández Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 2 de Noviembre de 2016.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.
Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 242, 243 Y 519 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL EL 29 DE JUNIO DE  1999, QUE PRESENTA EL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
P r e s e n t e.- 

El que suscribe Diputado Shamir Fernández Hernández, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, en ejercicio de la facultad legislativa que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo,  

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS  242, 243 Y 519 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL EL 29 DE JUNIO DE 1999, DE ACUERDO CON LA SIGUIENTE:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
En el mes de junio de 2011,  fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que se modifica la denominación del Capítulo I del Título Primero y reforma diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 1, se establece en forma expresa un reconocimiento a los derechos humanos contenidos en la Carta Magna, así como los contenidos  en los tratados internacionales en los cuales el Estado mexicano sea parte; en el mismo dispositivo constitucional, se contempla que todas las autoridades en el respectivo ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos a la luz de los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

Dicha disposición constitucional dispone que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la Constitución y los Tratados Internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia y, en su caso, preferir la interpretación de mayor alcance de ésta al reconocer y garantizar el ejercicio de un derecho fundamental, de lo cual se desprende el principio “pro persona”. 

El principio de progresividad y la prohibición de no regresión contenido en el mismo numeral ya mencionado, establece la obligación del Estado de procurar todos los medios posibles para la satisfacción de los derechos humanos, en cada momento histórico y la prohibición de cualquier retroceso en esta tarea.

El derecho de acceso a la justicia –o de tutela jurisdiccional o judicial– se encuentra previsto en el artículo 17, párrafos primero y segundo, de la Constitución:
Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. […]

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido al “Derecho fundamental de acceso a la tutela judicial efectiva”, como el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión.

En el plano internacional, el derecho al acceso a la justicia se encuentra previsto en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
 en los siguientes términos:

Todas las personas son iguales antes los tribunales y cortes de justicia Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil (…)
Es la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”
, el Tratado internacional que reconoce de manera más amplia este derecho mediante el artículo 8 numeral 1 relativo a las “Garantías Judiciales”, que establece lo siguiente:

Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o cualquier otro carácter. 

En relación con el derecho fundamental de acceso a la tutela judicial efectiva, previsto en el ordinal 17, primer y segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Congreso del Estado de Coahuila, al expedir el Código Procesal Civil, creó, entre otros, los artículos 242, 243 y 519, en los que se establece:

ARTÍCULO 242.

Requisitos de las resoluciones judiciales.

Las resoluciones judiciales deberán expresar el tribunal que las dicte, el lugar y la fecha; la motivación y fundamentación legal, con la mayor brevedad, así como la determinación judicial; serán firmadas por el juez o el magistrado que las pronuncie y serán autorizadas, en todo caso, por el secretario de acuerdos.

Los decretos podrán dictarse sin expresar la motivación, cuando por su contenido no sea indispensable.

ARTÍCULO 243.

Requisitos de las sentencias.

Además de los requisitos comunes a todas las resoluciones judiciales, las sentencias deberán contener una relación sucinta de las cuestiones planteadas, el análisis y valoración de las pruebas rendidas, así como los fundamentos de derecho en que se apoyen; terminarán resolviendo con toda precisión y de manera exhaustiva todos los puntos litigiosos sujetos a la consideración del juzgador, fijando, en su caso, el plazo dentro del cual deba cumplirse lo resuelto.

ARTÍCULO 519.

Congruencia.

Las sentencias deberán ser congruentes con la demanda y contestación y con las demás pretensiones deducidas oportunamente en el proceso y resolverán todos los puntos que hayan sido objeto del debate. Cuando sean varios los puntos litigiosos, se hará la debida separación de cada uno de ellos.

Es el caso que de los dispositivos legales citados, se advierte en forma clara y precisa que los principios e exhaustividad y congruencia, que derivan del artículo 17  en sus párrafos primero y segundo del Pacto Federal, están referidos claramente solo a las sentencias, no así a todos aquellos decretos o autos que se dictan intraprocesalmente en el desarrollo de los juicios del orden civil y, en aquellos procesos en que dichas normas resultan aplicables por supletoriedad, como lo son los recursos y medios de defensa previstos en el Código Municipal y la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado de Coahuila, entre otros.

Ahora bien, la congruencia y exhaustividad, atendiendo al principio de progresividad, señalado con antelación, deben traducirse en el sentido de que el análisis que se realice, corresponda a los planteamientos realmente propuestos por alguna de las partes de procedimiento civil o administrativo en su pretensión realizada en sus diversas promociones distintas al escrito inicial de demanda, y que se analicen en su integridad todos y cada uno de los aspectos esgrimidos, es decir, que no quede pendiente de estudio alguno de ellos.

En la práctica, si bien existen juzgadores y magistrados profesionales que como impartidores de justicia dan cumplimiento a los principios de exhaustividad y congruencia en el dictado de sus decretos o autos, aunque el Código Procesal Civil para Estado de Coahuila no les imponga dicha obligación, también no menos cierto es, que existen otros que incumplen con dichos principios procesales y eluden, ya sea por carga excesiva de trabajo o por negligencia, el cumplimiento a los principios ya citados, a través del dictado de decreto o autos en donde simplemente mandan agregar a los autos del juicio las promociones de las partes, cuando evidentemente no fue lo solicitado en su escrito, es  común observar el dictado de autos en los cuales se mandan aclarar escritos sin explicar al justiciable la causa que motivo la aclaración, o bien,  se emiten acuerdos escuetos en los cuales se resuelve que se esté a lo acordado en determinado auto, sin dar a conocer al promovente  los motivos ciertos y razonables de tal proceder, o bien, abiertamente no se resuelven el total de peticiones de las partes, lo que indudablemente impacta negativamente en el  transcurso de los procesos civiles o administrativos propiciando una extensión innecesaria de los mismos y que evidentemente trasgrede los principios generales de derecho de congruencia y exhaustividad, los cuales se encuentran contemplados en el artículo 17, primer y segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Consideramos que justicia que no es pronta, no es justicia, pero también, justicia que no es completa, tampoco lo es.
Consideramos que para dar cabal cumplimiento a las obligaciones impuestas en el artículo 1 Constitucional, consistente en promover, respetar, proteger y garantizar el DERECHO HUMANO Y FUNDAMENTAL AL ACCESO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, es menester ampliar, con base en el principio de progresividad, los alcances de los ordinales 242, 243 y 519 del Código Procesal Civil para Estado de Coahuila, toda vez que en su redacción actual solo se contempla expresamente la aplicación de los principios de congruencia y exhaustividad para el dictado de las sentencias, no así para los decretos y autos que se dictan antes de iniciado el juicio, durante el juicio o, incluso, en ejecución del mismo. 

Atendiendo a lo expuesto en la presente iniciativa, resulta evidente que el verdadero acceso al derecho fundamental a una tutela judicial efectiva debe darse no solo con facilitar en las leyes el acceso a los tribunales judiciales a través de un debido proceso, al prever el dictado de la sentencia y otorgar mecanismos para lograr su ejecución, sino que también, debe ampliarse a las restantes etapas del proceso, lo que sin duda se logra imponiendo el deber a los jueces y magistrados en dictar los autos y decretos de manera congruente y exhaustiva.

Conforme a lo anterior, podemos señalar que los principios de congruencia y exhaustividad podrán quedar debidamente satisfechos con la simple precisión breve en los acuerdos dictados a los planteamientos realizados por las partes, ya sea actora, demandada o terceros, en el que se efectué el estudio de todos y cada uno de ellos y, además, que los autos se encuentren vinculados con el planteamiento de legalidad formulado por las partes en su promoción, de igual manera, tanto el proceso como la Litis de fondo, llegarán al final de la contienda judicial lo más depuradamente posible, lo que deberá verse reflejado en un fallo de calidad, que aborde de manera completa, congruente y exhaustiva, no solo las pretensiones principales de las partes, sino todas aquellas que se hayan deducido oportunamente dentro del procedimiento.     

Con la aprobación de la presente iniciativa, las autoridades judiciales del estado de Coahuila en el desarrollo de los procedimientos de carácter civil o administrativo, deberán en todo momento de observar los principios de congruencia y exhaustividad a lo largo de los procesos y no solo en la sentencia definitiva, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de tutela judicial efectiva; en la propuesta se contempla además, la forma de proceder por parte del Consejo de la Judicatura en caso de  inobservancia de las nuevas disposiciones procesales por parte de los sujetos obligados. 
De igual manera y no menos trascendental, resulta que este Poder Legislativo estará abonando al cumplimiento  del referido principio de progresividad al consolidar la garantía de protección de la dignidad humana, ya que al incorporar a la legislación procesal civil los principios contenidos en la presente propuesta, se impide por una parte la interpretación  restrictiva de las normas procesales  y la regresión respecto de su sentido y alcance de protección y, por otra parte, resulta evidente que favorecerá la evolución de las normas para ampliar su alcance de protección en cuanto a la garantía de acceso a la tutela judicial, lo que será en todo momento acorde al principio pro persona.  
Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. – Se modifican los artículos 242, 243 y 519 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, publicado en el Periódico Oficial, el 29 de junio de 1999, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 242.
Requisitos de las resoluciones judiciales.
 
Las resoluciones judiciales deberán expresar el tribunal que las dicte, el lugar y la fecha; la motivación y fundamentación legal, así como la determinación judicial; serán firmadas por el juez o el magistrado que las pronuncie y serán autorizadas, en todo caso, por el secretario de acuerdos.

Asimismo, las resoluciones judiciales sean decretos, autos o sentencias interlocutorias, deben ser claras, precisas y congruentes con las solicitudes de las partes, debiendo resolver efectivamente sobre todo lo que éstas hayan solicitado expresamente.
Queda prohibido a los jueces y magistrados eludir el cumplimiento a las obligaciones contenidas en los párrafos que preceden, así como dictar resoluciones solo mandando agregar un escrito a sus antecedentes, cuando no fuere eso lo pedido, mandar aclarar escritos sin explicar al solicitante la causa que motivo la aclaración y, en general, queda prohibido dictar acuerdos u ordenar trámites que obstaculicen o retarden la substanciación de los juicios.
 
En caso de incumplimiento de estas disposiciones, el Consejo de la Judicatura del Estado, de oficio o a petición de parte, previo inicio del procedimiento disciplinario, aplicará al juzgador o magistrado una multa hasta de cincuenta veces la Unidad de Medida y Actualización y suspensión en el desempeño de su cargo hasta por quince días, sin goce de sueldo, en caso de reincidencia.
 
Las multas impuestas a dichos servidores públicos se anotarán en su hoja de servicios, a cuyo efecto deberá enviarse copia autorizada de la resolución relativa a la Oficialía Mayor del Poder Judicial. 
ARTÍCULO 243.
Exhaustividad
Además de los requisitos comunes a todas las resoluciones judiciales, las sentencias deberán contener una relación sucinta de las cuestiones planteadas, el análisis y valoración de las pruebas rendidas, así como los fundamentos de derecho en que se apoyen; terminarán resolviendo con toda precisión y de manera exhaustiva todos los puntos litigiosos sujetos a la consideración del juzgador, fijando, en su caso, el plazo dentro del cual deba cumplirse lo resuelto.

 
En caso de incumplimiento de estas disposiciones, el Consejo de la Judicatura del Estado, de oficio o a petición de parte, previo inicio del procedimiento disciplinario, aplicará al juzgador o magistrado una multa hasta de cincuenta veces la Unidad de Medida y Actualización y suspensión en el desempeño de su cargo hasta por quince días, sin goce de sueldo, en caso de reincidencia.
 
Las multas impuestas a dichos servidores públicos se anotarán en su hoja de servicios, a cuyo efecto deberá enviarse copia autorizada de la resolución relativa a la Oficialía Mayor del Poder Judicial.
  
ARTÍCULO 519.
Congruencia
 
Las sentencias deberán ser congruentes con la demanda y contestación y con las demás pretensiones deducidas oportunamente en el proceso y resolverán todos los puntos que hayan sido objeto del debate. Cuando sean varios los puntos litigiosos, se hará la debida separación de cada uno de ellos, fijando, en su caso, el plazo dentro del cual deba cumplirse lo resuelto.
 
Los decretos podrán dictarse sin expresar la motivación, cuando por su contenido no sea indispensable.
 
En caso de incumplimiento de estas disposiciones, el Consejo de la Judicatura del Estado, de oficio o a petición de parte, previo inicio del procedimiento disciplinario, aplicará al juzgador o magistrado una multa hasta de cincuenta veces la Unidad de Medida y Actualización y suspensión en el desempeño de su cargo hasta por quince días, sin goce de sueldo, en caso de reincidencia.
 
Las multas impuestas a dichos servidores públicos se anotarán en su hoja de servicios, a cuyo efecto deberá enviarse copia autorizada de la resolución relativa a la Oficialía Mayor del Poder Judicial.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. -  Comuníquese el presente Decreto al Presidente del Consejo de la Judicatura del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Dado en la sede del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza el día dos de noviembre de 2016.

ATENTAMENTE
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Por Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido 

Revolucionario Institucional

DIP. SHAMIR FERNANDEZ HERNANDEZ
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LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.
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DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
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DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA
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DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA
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DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE
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DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
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DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN
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DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 242, 243 Y 519 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
� Dictamen de las Comisiones Unidad de Puntos Constitucionales y Estudios Legislativos, con opinión de la Comisión de Reforma del Senado, 7 de abril de 2011. 


� Registro 1727759, Jurisprudencia, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Abril de 2007, Materia Constitucional, Tesis 1ª./J.42/2007, Página 124.


� Adhesión de México: 24 de marzo de 1981, Decreto Promulgatorio publicado el  20 de mayo de 1981.


� Fecha de entrada en vigor para México: 24 de marzo de 1981, Publicado en el Diario Oficial de la Federación: 7 de mayo de 1981.
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